




























 

 

      Sólo citando la última sema-
na de 2016, según el boletín 
mencionado,  se construyó el 
cuadro 2, agregando las catego-
rías de diarreas, hepatitis, 
VIH/SIDA, neumonías y malaria 
por motivos de simplificación. 

       Adviértase que las enferme-
dades citadas podrían traer 
serias complicaciones en caso 
de interactuar con la COVID-19, 
que en cuadros graves suele 
causar neumonía, trastornos 
renales y hepáticos. En general, 
mientras que las diarreas y la 

malaria pueden producir severa 
deshidratación, la hepatitis pue
de dañar
ga
afectan el sistema inmunológico; 
las otras enfermedades atacan 
el sistema respiratorio.

       
destaca casos sospechosos o 
eventos de notificación obligato
ria; es decir, no incluye la
gregación de enfermedades 
crónico
nos
diabetes, ni condiciones como la 

2.1.- Morbilidad previa y 
vulnerabilidad ante la pandemia

Cuadro 2.- Morbilidad destacada en la última semana de 2016

Enfermedades 

Diarreas 
Tuberculosis tipo A 

Hepatitis 
VIH/SIDA 
Dengue 

Chikunguya 
Zika 

Fiebre hemorrágica venezolana
Neumonías 

Bronquitis aguda 
IRA grave 
Malaria 
Subtotal 

Pacientes hospitalizados
(todas las causas) 

Pacientes atendidos 
Fuente: Elaboración propia. 

 

1Ministerio del Poder Popular para la Salud. Boletín epidemiológico. Año LX. Semana epidemiológica No. 
diciembre de 2016. Disponible en: https://www.ovsalud.org/descargas/publicaciones/documentos
2016.pdf (consulta: 12-04-2020). 

malaria pueden producir severa 
deshidratación, la hepatitis pue-
de dañar progresivamente el hí-
gado, y el VIH y la chikunguya 
afectan el sistema inmunológico; 
las otras enfermedades atacan 
el sistema respiratorio. 

       En particular, el cuadro 2 
destaca casos sospechosos o 
eventos de notificación obligato-
ria; es decir, no incluye la desa-
gregación de enfermedades 
crónico-degenerativas ya diag-
nosticadas tales como cáncer o 
diabetes, ni condiciones como la 

hipertensión, lo cual aumentaría 
el subconjunto considerado en el 
siguiente ejercicio.

       Téngase en cuenta que el 
subconjunto de enfer
mencionadas (subtotal) abarca 
49148 casos sospechosos, lo 
que representa 3,6 veces el 
número de pacientes 
dos(13764) por cualquier causa 
durante la última semana de 
2016, pero apenas 6% de
todos los pacientes atendidos 
(886987) en dicho 
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el subconjunto considerado en el 
siguiente ejercicio. 

Téngase en cuenta que el 
subconjunto de enfermedades 
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49148 casos sospechosos, lo 
que representa 3,6 veces el 
número de pacientes hospitalza-
dos(13764) por cualquier causa 
durante la última semana de 
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       Según datos de nuestra or-
ganización, entre el 1 de enero y 
el 20 de abril de 2020, ocurrieron 
24 detenciones por motivos políti-
cos, 15 excarcelados con régimen 
de presentación como medidas 
cautelares sustitutivas a la priva-
tiva de la libertad. Cabe advertir 
que se han producido detenciones 
masivas tras la implantación de la 
cuarentena, incluso por faltas co-
mo no estar usando mascarillas o 
abrir establecimientos comercia-
les no autorizados. Más grave 
aún, la detención de personal mé-

dico, sanitario o de salud, tras de-
nunciar ineficiencia gubernamen-
tal en la atención de la pandemia, 
así como, falta de equipamiento 
para este sector.   

       En particular, al inicio de la 
pandemia, JEP abrió una petición 
pública solicitando el otorgamien-
to de medidas humanitarias a fa-
vor de los presos políticos, con la 
intención de salvaguardar sus vi-
das en virtud que su estado de sa-
lud se ve seriamente amenazado 
ante la emergencia sanitaria que 

ha desatado la llegada del corona-
virus.  

Junto a familiares de los detenidos 
y otras fuerzas vivas de la so-
ciedad civil organizada, JEP hizo 
un llamado de alerta al país 
respecto a la necesidad urgente 
de que estos venezolanos injus-
tamente detenidos por razones de 
conciencia, sean liberados, más 
cuando sus condiciones de salud 
son precarias y degradantes lo 
que hace presagiar efectos de- 

4.2.- Balance de represión 
  El balance de 2019 es el siguiente: 

 

Al menos 81 asesinatos debido a la represión en el marco de manifestaciones convocadas 

por la oposición entre enero y junio de 2019.  

 

Dos muertes en reclusión, justo tras la visita de Michelle Bachelet, Alta Comisionada de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH): en 2019 Rafael Acosta 

Arévalo, capitán de corbeta en situación de retiro, y en febrero de 2020 Wilfredo José 

Heredia Rodríguez, recluido en la Dirección de Contrainteligencia Militar del Estado 

Bolívar. 

 

2219 arrestos arbitrarios, por razones políticas, desde el 1 de enero al 31 de diciembre de 

2019. 

 

Las cinco entidades federales con mayor número de detenidos en 2019 fueron: Distrito 

Capital (76 arrestos), Lara (23), Bolívar (22).  

 



 

 

vastadores ante el impacto del 
Covid-19. 

       En menos de 24 horas ya 

se habían reunido 10.000 fir-
mas. Dicha petición fue remi-

tida con más de 12.000 firmas 
a la CIDH, ACNUDH, el Parla-
mento Europeo, la Organiza-

ción de Estados Americanos y 

el Grupo de Lima. Vale acotar 
que a la fecha estas instancias 

se han pronunciado solicitan-
do la liberación de los presos 

políticos al régimen de Maduro.  

       Entre los 402 presos po-
líticos contados hasta el 20 de 
abril de 2020, hay 26 mujeres 

y 219 militares; hay 30 que 

han sido condenados. El esta-
tus de los 402 presos políticos 

es: 402 privados de libertad, 3 
en arresto domiciliario, 1 en 

desaparición forzosa, 7 priva-
dos de libertad con boleta de 
excarcelación y 13 con audien-

cia de presentación diferida. 

 

“
”

Al inicio de la pandemia, 
JEP abrió una petición 

pública solicitando el 
otorgamiento de medidas 

humanitarias a favor de 
los presos políticos 





 

 

       Por otra parte, la opacidad 
que caracteriza la gestión en 
cada sector gubernamental 
permite explicar las lagunas de 
información, sobre todo en 
temas sensibles como la 
seguridad pública. El referido 
informe de la CIDH señalaba 
como el propio régimen había 
reconocido ante la ACNUDH 
que, entre el 1 de enero y el 19 
de mayo de 2019, hubo al 
menos1569 muertes por 
“resistencia a la autoridad”, 
mientras que el OVV le reportó 
2124 muertes violentas bajo ese 
presunto móvil durante el mismo 

lapso.  Lo anterior se traduciría 
en un subregistro de al menos 
un tercio de asesinatos con 
protagonismo de los órganos de 
seguridad pública.

       
mientos y recomendaciones de 
la ACNUDH en cuanto a las 
denuncias de ejecuciones 
trajudiciales y torturas, Nicolás 
Maduro no ha hecho más que 
avalar la impunidad. Por ejem
plo, restituyó al general Gustavo 
González López como jefe del 
Servicio Bolivariano d
gencia Nacional (SEBIN), pese a 

1 Parejo, Manuel y Moisés Medina (28-08-2019). “FAES, las siglas de la muerte.” 
https://monitordevictimas.com/academicas/faes
1 CIDH. Op Cit., parágrafo 63 

lapso.  Lo anterior se traduciría 
en un subregistro de al menos 
un tercio de asesinatos con 
protagonismo de los órganos de 
seguridad pública. 

       Pese a los cuestiona-
ientos y recomendaciones de 

la ACNUDH en cuanto a las 
denuncias de ejecuciones ex-
trajudiciales y torturas, Nicolás 
Maduro no ha hecho más que 
avalar la impunidad. Por ejem-
plo, restituyó al general Gustavo 
González López como jefe del 
Servicio Bolivariano de Inteli-
gencia Nacional (SEBIN), pese a 

que el presunto asesinato por 
torturas del concejal Fernando 
Albán le había costado el cargo. 
Asimismo, lejos de disolver las 
FAES, cual fue la recomenda
ción de Bachelet, optó por asig
narles más recursos.

       A su vez, l
Poder Judicial y la Fiscalía Ge
neral de la República deja 
mucho qué desear en términos 
de sentencias e investigaciones 
penales, lo cual se hace más 
lamentable con el enjuiciamiento 
de civiles por tribunales mili
tares. 

2019). “FAES, las siglas de la muerte.” Caracas Mi Convive. Disponible en:
https://monitordevictimas.com/academicas/faes-las-siglas-de-la-muerte/ (consulta: 23-04-2020). 

El referido informe de la CIDH señalaba como el 
propio régimen había reconocido ante la 
ACNUDH que, entre el 1 de enero y el 19 de 
mayo de 2019, hubo al menos 1569 muertes por 
“resistencia a la autoridad”, mientras que el OVV 
le reportó 2124 muertes violentas bajo ese pre
sunto móvil durante el mismo lapso.

que el presunto asesinato por 
torturas del concejal Fernando 
Albán le había costado el cargo. 
Asimismo, lejos de disolver las 
FAES, cual fue la recomenda-
ción de Bachelet, optó por asig-
narles más recursos. 

A su vez, la actuación del 
Poder Judicial y la Fiscalía Ge-
neral de la República deja 
mucho qué desear en términos 
de sentencias e investigaciones 
penales, lo cual se hace más 
lamentable con el enjuiciamiento 
de civiles por tribunales mili-

. Disponible en: 

El referido informe de la CIDH señalaba como el 
propio régimen había reconocido ante la 
ACNUDH que, entre el 1 de enero y el 19 de 

1569 muertes por 
la autoridad”, mientras que el OVV 

le reportó 2124 muertes violentas bajo ese pre-
sunto móvil durante el mismo lapso. 



 

 

       Según registros de Espacio 
Público, apenas 2017, cuando se 
abortó cualquier intento de revo-
car a Nicolás Maduro e impuso la 
ANC, con 708 casos, es el único 
año –desde 2002- cuando se 
superó los 468 expedientes de 
violación a la libertad de expresión 
que fueron documentados en 
2019. 

Esos 468 casos permiten desa-
gregar 1049 denuncias de viola-
ciones al citado derecho,  las cua-
les son tipificadas de la siguiente 
manera: 

82 por amenaza (7,8%). 
 
22 por ataque (2,1%). 
 
179 por restricción admi- 
nistrativa (17%). 
 
85 por agresión (8,1%). 
 
334 denuncias por intimidación 
(31,9%). 
  
79 por hostigamiento  
verbal (7,5%). 
 
28 por hostigamiento  
judicial (2,7%). 
 
237 por censura (22,6%). 
 
3 por muerte (0,3%).  

       Adviértase que 114 personas 
fueron detenidas o retenidas por 
cuerpos de seguridad tras difundir 
denuncias o críticas a través de 
las redes sociales y medios de 
comunicación; casi dos tercios 
eran trabajadores de la prensa y 
en su mayoría fueron excarce-
lados tras pocas horas de su 
retención, dado lo arbitrario de los 
procedimientos.  

Con respecto al primer trimes-
tre de 2020, Espacio Público  se-
ñala que: 

       En enero, hubo 110 viola-
ciones en materia de libertad de 
expresión, principalmente para 
impedir la cobertura de la fuente 
parlamentaria, a raíz de la reno-
vación de la junta directiva del ór-
gano legislativo y el conflicto Juan 
Guaidó-Parra, además de reten-
ciones arbitrarias y censura pre-
via. De 85 afectados, 75% es del 
gremio periodístico. 

       Febrero, mes durante el cual 
Juan Guaidó regresó de una gira 
internacional, en busca de apoyos 
para ratificar su interinato, se 
registraron 87 violaciones a la 
libertad de expresión (incluyendo 
6 retenciones y detenciones), so-
bre todo contra periodistas, re-
porteros gráficos y trabajadores 
públicos. 

       Finalmente, en marzo fueron 
documentadas 120 violaciones a 
la libertad de expresión, con 
predominio de intimidación, cen-
sura previa y restricciones admi-
nistrativas afectando a 71 per-
sonas (52%, periodistas y repor-
teros; 12%, medios de comu-
nicación; y 15%, trabajadores de 
la salud y ciudadanos). Mientras 
que en la primera quincena des-
tacaba una serie de manifes-
taciones en pro de presentar un 
pliego petitorio nacional por parte 
de diversos gremios, luego del 13 
de marzo comenzó a regir la cua-
rentena social por la pandemia. 

       El registro de casos en el mes 
de marzo evidencia que viola-
ciones a la libertad de expresión 
no son eventos aislados y que 
existe un esfuerzo recurrente de 
cuerpos de seguridad, institu-
ciones y funcionarios del Estado 
en limitar el flujo natural de in-
formación en contextos de emer-
gencia.   

 

4.4.- Violaciones a la libertad de expresión 
 

    Espacio Público (2020). 2019: año del apagón digital e informativo. Situación general del derecho a la libertad de 
expresión en Venezuela. Disponible en: http://espaciopublico.ong/2019-ano-del-apagon-digital-e-informativo-situacion-
general-del-derecho-a-la-libertad-de-expresion-en-venezuela/ (consulta: 21-04-2020).  

    Véase los reportes correspondientes. Disponibles en: https://espaciopublico.ong/category/especiales/ (consulta: 22-04-
2020). 

    Espacio Público (06-04-2020). Marzo: cuarentena informativa en Venezuela. Disponible en: http://espaciopublico.ong/marzo-
cuarentena-informativa-en-venezuela/ (consulta: 22-04-2020). 
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 El balance de 2019 es el siguiente: 

 

Al menos 81 asesinatos debido a la represión en el marco de manifestaciones convocadas 

por la oposición entre enero y junio de 2019.  

 

Dos muertes en reclusión, justo tras la visita de Michelle Bachelet, Alta Comisionada de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH): en 2019 Rafael Acosta 

Arévalo, capitán de corbeta en situación de retiro, y en febrero de 2020 Wilfredo José 

Heredia Rodríguez, recluido en la Dirección de Contrainteligencia Militar del Estado 

Bolívar. 

 

2219 arrestos arbitrarios, por razones políticas, desde el 1 de enero al 31 de diciembre de 

2019. 

 

Las cinco entidades federales con mayor número de detenidos en 2019 fueron: Distrito 

Capital (76 arrestos), Lara (23), Bolívar (22).  
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       JEP es una ONG sin fines de lucro 
fundada en 2017, para intentar dar res-
puesta a la más grave crisis de derechos 
humanos que ha enfrentado nuestro país 
en las últimas décadas. Es una organi-
zación nacida de víctimas y para las víc-
timas de la represión en Venezuela, 
específicamente por ejecuciones extra-
judiciales en el contexto de manifes-
taciones pacíficas y persecución política, 
lo que nos lleva a trabajar con presos 
políticos, más generalmente violaciones 
a los derechos civiles y políticos.  

       Así promovemos la justicia y el en-
cuentro de la sociedad venezolana a 
través del perdón como medio de recon-
ciliación y pacificación de nuestro país, 
con el propósito de superar la proble-
mática de impunidad y los discursos de 
polarización y venganza. En este sentido, 
las áreas de interés de nuestra organi-
zación comprenden: 

       Monitoreo, registro y documentación 
de violaciones de derechos civiles y polí-
ticos.  

       Visibilización y sensibilización de la 
sociedad respecto a estos casos.  

       Formación y capacitación en dere-
chos humanos, especialmente a las víc-
timas, a los fines de favorecer su pro-
tagonismo en la búsqueda de verdad, 
justicia, reparación integral y garantías 
de no repetición.  

       Rescate de valores ciudadanos y 
participación ciudadana en la promoción, 
defensa y vigilancia de los derechos hu-
manos.  

Por otro lado, entre los obstáculos a 
nuestra labor, cabe señalar:  

a) La ubicación de las víctimas. En ge-
neral, las víctimas indirectas pertenecen 
a familias en situación de precariedad e-
conómica, lo cual incide determinan-
temente en sus posibilidades de comuni-

cación, movilidad y ejercicio de acciones 
de demanda y seguimiento a sus casos.  

b) La intimidación. En muchos casos 
del interior del país, el control social y 
asedio por parte de grupos oficialistas  
hace que las víctimas desistan de sus 
denuncias. Hay reportes en los que han 
sido excluidos de la compra de alimentos 
subsidiados y cilindros de gas doméstico, 
o el resto de su grupo familiar ha sufrido 
amenazas o ataques.  

c) La imposibilidad de recibir asistencia 
jurídica gratuita para continuar sus de-
mandas de justicia. Muchos casos ape-
nas son promovidos por representantes 
del Ministerio Público, quienes –lejos de 
cumplir con su obligación constitucional- 
en la práctica hacen parte del patrón de 
impunidad que pretende que estas in-
vestigaciones sean paralizadas.  

d) La desesperanza. Consecuencia de 
lo anterior, predomina la falta de con-
fianza en los órganos de administración 
de justicia; es decir, la sensación que es-
tos procesos no avanzarán mientras no 
ocurra una transición política en el país.  

       Por ejemplo, desde que inició sus 
labores, JEP presentó una denuncia ante 
el Ministerio Público sobre los casos de 
ejecuciones extrajudiciales en el contexto 
de manifestaciones pacíficas, habiendo 
sido ratificada cada año. A la fecha ni 
siquiera se tiene respuesta en cuanto a la 
designación de un fiscal, a los fines de su 
sustanciación.  

       Es por ello que las acciones de 
denuncia y documentación de casos se 
ha dirigido especialmente a instancias 
internacionales de protección de dere-
chos humanos. Hasta ahora se han pre-
sentado acciones por los 329 casos de 
muertes por represión o persecución 
política y más de 50 casos documen-
tados ante instancias internacionales por 
violaciones a los derechos humanos de 
presos políticos.  

       Empero, cabe advertir que esta crisis 
dista de haber tocado fondo. En otras 
palabras: lo peor podría estar por venir. 
La polarización política, la incertidumbre 
respecto a la evolución de la pandemia 
en Venezuela, el retorno masivo de mi-
grantes, la pérdida de productos agro-
pecuarios perecederos (leche, carne y 
cosechas) por falta de transporte opor-
tuno (debido a la escasez de combus-
tible), la proliferación de bandas cri-
minales y grupos armados, así como el 
colapso generalizado de los servicios y la 
ausencia de liquidez e incluso de unidad 
monetaria, son factores que podrían dar 
lugar al surgimiento de guetos y feudos 
en medio de un contexto apocalíptico. 

       Por una parte, la COVID-19 podría 
expandirse de manera incontrolada, a-
fectando a millones de personas cuyos 
sistemas inmunológicos se han vuelto 
muy vulnerables, a causa de cuadros de 
desnutrición y malnutrición, además de 
convivir en condiciones de hacinamiento 
e insalubridad. Adviértase el acceso 
limitado a medicamentos, el nulo poder 
adquisitivo, la atención médica res-
tringida a casos de emergencia en la gran 
mayoría de establecimientos de salud 
pública (llegando a relegar a pacientes 
con enfermedades crónico-degenerati-
vas), el colapso de los servicios fune-
rarios y escasez de lugares en los ce-
menterios. Bajo estas condiciones, ¿có-
mo podría garantizarse el derecho a la 
salud, por no decir el de la propia vida? 
Las escenas dantescas de Guayaquil no 
lucen tan lejanas. 

       En paralelo, la formación de guetos, 
con los migrantes o pacientes en cua-
rentena social indefinida; o de feudos, 
controlados por bandas criminales, or-
ganizaciones guerrilleras o paramilitares; 
haría de la discriminación la norma. 
Habría venezolanos “más iguales” o 
“dignos” que otros, cuya existencia es-
taría constantemente amenazada; en es-
te sentido, las etnias que habitan el 
sureste del país tienen mucho qué decir, 
al menos mientras vivan. En la anarquía 

6.- Justicia, Encuentro y Perdón… la respuesta 
 

   Colectivos, líderes de calle, “patriotas cooperantes” o cualesquiera estructuras ideadas para el control social. 
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generalizada, la hambruna –o el exter-
minio indirecto mediante el monopolio 
bilateral y confiscación de los alimentos- 
estaría a la vuelta de la esquina. 

       Así urge formar alianzas con distin-
tas ONG especializadas para poder iden-
tificar tanto prioridades de atención como 
mecanismos idóneos, los cuales permi-
tan enfrentar de manera oportuna y foca-
lizada esta compleja crisis humanitaria. 
Se trata de sumar esfuerzos, pero no de 
redundarlos; de llegar donde nadie más 
lo hace o complementar lo que otros ya 
han comenzado. 

       Por tanto, conviene concluir mos-
trando el balance que hace, por entidad 
federal, la Organización de las Naciones 
Unidas para la Coordinación de Asuntos 
Humanitarios (UNOCHA), Capítulo Ve-
nezuela, en términos de actuación de las 
distintas ONG nacionales e internacio-
nales.  Hay varios aspectos a resaltar: 

       Cojedes es el estado más desasis-
tido, con apenas 7 ONG nacionales o 
subnacionales, pues ni siquiera hay un 
órgano especializado del sistema de las 
Naciones Unidas con presencia allí. 
También escasea la participación de la 
ONU en Monagas (FAO) y Nueva Es-
parta (ONUSIDA). 

       En contraste, Miranda, Distrito Ca-
pital, Zulia, Bolívar y Táchira tienen entre 
7 y 9 agencias especializadas de la ONU 
y entre 31 y 48 organizaciones actuando 
en su territorio. 

       Mientras que la Cruz Roja está pre-
sente en 9 entidades, entre los órganos 
del sistema ONU, destaca que la FAO 
actúa en 21; es decir, la seguridad ali-
mentaria es un tema prioritario en Ve-
nezuela. Tras la FAO, las otras agencias 
especializadas de la ONU que tienen ma-
yor presencia en el país son: Organi-
zación Panamericana de la Salud (OPS) 
u OMS, en 13 entidades; ONUSIDA, en 
9; ACNUR y UNICEF, en 7 cada una.  

       Finalmente, en cuanto a la actuación 
de ONG internacionales, cabe señalar la 
presencia de la Sociedad de Ayuda al 
Inmigrante Hebreo (HIAS) en 18 enti-
dades y del Consejo Noruego para Refu-
giados (NRC) en 11. 

        En lo que concierne a JEP, su nú-
cleo fundador se triplicó y ya consta de 
un equipo multidisciplinario de 13 pro-
fesionales. Además ha constituido 5 co-
mités de delegados regionales, en los es-
tados con más víctimas de la represión 
(Carabobo, Lara, Mérida, Táchira y Zu-
lia).  

       Cada comité está integrado por víc-
timas de violaciones a las derechos hu-
manos y activistas, quienes a nivel local 
desarrollan actividades de acompaña-
miento a las víctimas, visibilización y sen-
sibilización sobre los casos atendidos por 
nuestra organización, activismo en dere-
chos humanos, formación para las pro-
pias víctimas y público interesado, ade-
más de un permanente monitoreo y u-
bicación de nuevos casos, a los fines de 
iniciar el trabajo de registro y docu-
mentación para su presentación ante 
instancias nacionales e internacionales 
de defensa y protección de derechos 
humanos. En nuestras actividades, se ha 
logrado involucrar a más de 150 víctimas 
y hemos tenido importante cobertura por 
parte de medios de comunicación social, 
nacionales e internacionales; en espe-
cial, numerosas menciones y entrevistas.   

       En medio de un contexto de emer-
gencia humanitaria compleja, donde 
coexisten la pandemia y el colapso gene-
ral de servicios públicos (electricidad, a-
gua potable, telefonía, Internet y movi-
lidad), cuesta muchísimo cumplir nues-
tros objetivos. Pese a ello, a través de 
múltiples esfuerzos, hemos logrado man-
tener contacto y atención a las víctimas, 
un monitoreo permanente de la situación, 
lo cual ha permitido seguir registrando y 
documentando los casos que atiende 
JEP.  

       Los retos siguen siendo lograr 
alcance e impacto necesario para incidir 
de forma determinante en los objetivos 
de judicialización y condena a los res-
ponsables de violaciones a los derechos 
humanos, tanto como sensibilizar a la so-
ciedad sobre la materia, sumando es-
fuerzos en la reconstrucción del tejido so-
cial para superar esta crisis sin pre-
cedentes.   

”
 

     UNOCHA-Venezuela. “Presencia Operacional Humanitaria ¿Quién hace qué, dónde?” Infografía. Disponible en:   
https://www.humanitarianresponse.info/es/operations/venezuela/infographic/ve00-3w-presencia-operacional-humanitaria-
agosto (consulta: 12-04-2020). 
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Promovemos la justicia y el 
en-cuentro de la sociedad 
venezolana a través del 
perdón como medio de 
recon-ciliación y pacificación 
de nuestro país 

“

” 


